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 La Sala concluye que el procedimiento legislativo de consideración y aprobación del 

informe de objeciones presidenciales, para el caso del Senado de la República, 

cumple con los requisitos constitucionales previstos para el efecto. Lo anterior en 

tanto (i) se cumplió con el requisito de publicidad, en la medida que el informe fue 

publicado en la Gaceta del Congreso antes de la iniciación del debate (Art. 157, Ley 

5ª/92); (ii) el anuncio de que trata el inciso final del artículo 160 C.P. se efectuó en la 

sesión inmediatamente anterior en la que se llevó a cabo la discusión y votación del 

informe y para una fecha determinada en la que efectivamente se aprobó la 

iniciativa; y (iii) la aprobación del informe de objeciones contó con las mayorías 

constitucionales exigidas, tal y como lo certificó el Secretario General del Senado y se 

infiere de la lectura del acta de la plenaria correspondiente.que el informe de 

objeciones fue anunciado para la sesión siguiente, a celebrarse el 12 de diciembre de 

2007. Del mismo modo, aunque la mesa directiva de la Cámara utilizó la simple 

expresión “anuncio”, sin indicar el propósito del mismo, la jurisprudencia reiterada de 

la Corte ha considerado que esta afirmación, usada en el marco de los debates 

legislativos con la finalidad de mencionar los proyectos que serán debatidos en una 

sesión futura, permite acreditar el cumplimiento del trámite previsto en el inciso final 

del artículo 160 C.P. Esto en la medida en que un procedimiento de esta naturaleza 

sólo es exigido durante el trámite legislativo para los efectos previstos en la citada 

norma constitucional.

Respecto a la discusión y aprobación del informe de objeciones, se tiene que este 

trámite se verificó en la sesión plenaria del 12 de diciembre de 2007, contenida en el 

Acta n.° 91 de la misma fecha, publicada en la Gaceta del Congreso 74 del 6 de marzo 

de 2008. De la lectura de la misma la Corte concluye que la iniciativa fue 

debidamente aprobada, a través de votación ordinaria y según las mayorías exigidas 

por la Carta.  la Sala advierte que para el caso de la Cámara de Representantes están 

igualmente cumplidos los requisitos que impone la Carta Política para el trámite 

objeto de análisis. Así, (i) se cumplió con el requisito de publicidad, en la medida en 

que el informe fue publicado en la Gaceta del Congreso antes de la iniciación del 

debate (Art. 157, Ley 5ª/92); (ii) el anuncio de que trata el inciso final del artículo 160 

C.P. se efectuó en la sesión inmediatamente anterior en la que se llevó a cabo la 

discusión y votación del informe, verificándose la votación en la fecha determinable 

de anuncio; y (iii) la aprobación del informe de objeciones contó con las mayorías 

constitucionales exigidas, habida cuenta la certificación realizada por el Secretario 

General en el informe de sustanciación citado y el procedimiento desarrollado 

durante la sesión plenaria respectiva, al cual se hizo alusión.                                                                                 

en criterio de la Corte, una determinación de esta naturaleza no recae dentro del 

concepto de exención tributaria, en los términos expuestos, sino que, simplemente, 

se circunscribe a la delimitación, para un caso concreto, de una sanción pecuniaria 

que el mismo legislador había previsto en norma anterior. En efecto, el artículo 42 de 

la Ley 48 de 1993 establece el régimen de multas aplicables a los ciudadanos que al 

incumplir con las obligaciones legales relativas a la prestación del servio militar 

obligatorio, adquieren la condición de remisos. A juicio de la Sala, la decisión 

congresional de fijar un régimen particular de sanciones pecuniarias, previstas por el 

mismo legislador, a favor de determinado grupo de la población, es un asunto que no 

guarda conexión con las exenciones de que trata el artículo 154 C.P., en tanto no 

refiere a la determinación del contenido y alcance de impuesto alguno, sino a la 

regulación de ingresos fiscales sin naturaleza tributaria, como es el caso de las 

7.3. 

ARGUMENTOS 

DE LA CORTE

 7.2. PROBLEMA 

JURÍDICO 

CENTRAL 

Que a través de comunicación del 29 de noviembre de 2007 el Presidente de la 

República, en concurrencia con el Comandante General de las Fuerzas Militares, 

encargado de las funciones del despacho del Ministro de Defensa Nacional, formuló 

objeción de inconstitucionalidad al proyecto de ley por considerar que algunas de sus 

disposiciones vulneran la Carta Política. Estas objeciones versan sobres los siguientes 

aspectos:  1. el proyecto de ley está viciado de inconstitucionalidad, puesto que al 

prever una exención tributaria, requería de la iniciativa o el aval del Gobierno 

Nacional. Ello en tanto la disposición “en términos económicos tiene un costo y en 

consecuencia su implementación generaría menores ingresos para el erario, el que 

no fue considerado ni avalado por el Gobierno Nacional durante el trámite del 

proyecto de ley.”   2. A juicio del Gobierno Nacional, el proyecto de ley es 

inconstitucional, en la medida en que omitió dar cumplimiento a los requisitos que 

impone la Ley Orgánica de Presupuesto en relación con las iniciativas legislativas que 

involucren impacto fiscal. Así, puso de presente que de acuerdo con el artículo 7º de 

la Ley 819/03, este tipo de proyectos debe hacer explícito su impacto fiscal, el cual 

deberá ser compatible con el Marco Fiscal de Mediano Plazo. Para cumplir este 

deber, la exposición de motivos y las ponencias de trámite del proyecto de ley 

deberán incluir expresamente los costos fiscales de la iniciativa, al igual que la fuente 

de ingreso adicional generada para el financiamiento de dicho costo.

ANÁLISIS DE JURISPRUDENCIA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL EN MATERIA CONSTITUCIONALIDAD DE 

LA CONTRATACIÓN PÚBLICA

Sentencia  C-315/08

9 DE ABRIL DE 2008

3. TIPO DE 

DECISIÓN 

 Primero.- Declarar INFUNDADAS las objeciones presidenciales formuladas 

al Proyecto de Ley n.° 18/06 Senado - 207/07 Cámara, “por la cual se 

establecen rebajas en las sanciones para los remisos del servicio militar 

obligatorio”.

Segundo.- En consecuencia de lo anterior y exclusivamente respecto de las 

objeciones formuladas por el Gobierno Nacional, declarar EXEQUIBLE el 
Dr. JAIME CÓRDOBA TRIVIÑO

Gobierno Nacional

6. PARTE 

ACCIONADA

Congreso de la República-

7.DESCRIPCIÓN FÁCTICA 

7.1 NORMA ACUSADA : 

Objeciones presidenciales al proyecto de ley No. 18/06 Senado - 207/07 Cámara, “por la cual 

se establecen rebajas en las sanciones para los remisos del servicio militar obligatorio”
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 La Sala concluye que el procedimiento legislativo de consideración y aprobación del 

informe de objeciones presidenciales, para el caso del Senado de la República, 

cumple con los requisitos constitucionales previstos para el efecto. Lo anterior en 

tanto (i) se cumplió con el requisito de publicidad, en la medida que el informe fue 

publicado en la Gaceta del Congreso antes de la iniciación del debate (Art. 157, Ley 

5ª/92); (ii) el anuncio de que trata el inciso final del artículo 160 C.P. se efectuó en la 

sesión inmediatamente anterior en la que se llevó a cabo la discusión y votación del 

informe y para una fecha determinada en la que efectivamente se aprobó la 

iniciativa; y (iii) la aprobación del informe de objeciones contó con las mayorías 

constitucionales exigidas, tal y como lo certificó el Secretario General del Senado y se 

infiere de la lectura del acta de la plenaria correspondiente.que el informe de 

objeciones fue anunciado para la sesión siguiente, a celebrarse el 12 de diciembre de 

2007. Del mismo modo, aunque la mesa directiva de la Cámara utilizó la simple 

expresión “anuncio”, sin indicar el propósito del mismo, la jurisprudencia reiterada de 

la Corte ha considerado que esta afirmación, usada en el marco de los debates 

legislativos con la finalidad de mencionar los proyectos que serán debatidos en una 

sesión futura, permite acreditar el cumplimiento del trámite previsto en el inciso final 

del artículo 160 C.P. Esto en la medida en que un procedimiento de esta naturaleza 

sólo es exigido durante el trámite legislativo para los efectos previstos en la citada 

norma constitucional.

Respecto a la discusión y aprobación del informe de objeciones, se tiene que este 

trámite se verificó en la sesión plenaria del 12 de diciembre de 2007, contenida en el 

Acta n.° 91 de la misma fecha, publicada en la Gaceta del Congreso 74 del 6 de marzo 

de 2008. De la lectura de la misma la Corte concluye que la iniciativa fue 

debidamente aprobada, a través de votación ordinaria y según las mayorías exigidas 

por la Carta.  la Sala advierte que para el caso de la Cámara de Representantes están 

igualmente cumplidos los requisitos que impone la Carta Política para el trámite 

objeto de análisis. Así, (i) se cumplió con el requisito de publicidad, en la medida en 

que el informe fue publicado en la Gaceta del Congreso antes de la iniciación del 

debate (Art. 157, Ley 5ª/92); (ii) el anuncio de que trata el inciso final del artículo 160 

C.P. se efectuó en la sesión inmediatamente anterior en la que se llevó a cabo la 

discusión y votación del informe, verificándose la votación en la fecha determinable 

de anuncio; y (iii) la aprobación del informe de objeciones contó con las mayorías 

constitucionales exigidas, habida cuenta la certificación realizada por el Secretario 

General en el informe de sustanciación citado y el procedimiento desarrollado 

durante la sesión plenaria respectiva, al cual se hizo alusión.                                                                                 

en criterio de la Corte, una determinación de esta naturaleza no recae dentro del 

concepto de exención tributaria, en los términos expuestos, sino que, simplemente, 

se circunscribe a la delimitación, para un caso concreto, de una sanción pecuniaria 

que el mismo legislador había previsto en norma anterior. En efecto, el artículo 42 de 

la Ley 48 de 1993 establece el régimen de multas aplicables a los ciudadanos que al 

incumplir con las obligaciones legales relativas a la prestación del servio militar 

obligatorio, adquieren la condición de remisos. A juicio de la Sala, la decisión 

congresional de fijar un régimen particular de sanciones pecuniarias, previstas por el 

mismo legislador, a favor de determinado grupo de la población, es un asunto que no 

guarda conexión con las exenciones de que trata el artículo 154 C.P., en tanto no 

refiere a la determinación del contenido y alcance de impuesto alguno, sino a la 

regulación de ingresos fiscales sin naturaleza tributaria, como es el caso de las 

7.3. 

ARGUMENTOS 

DE LA CORTE



9. SI HUBO 

SALVAMENTOS 

DE VOTO, ESTE 

ES EL 

ARGUMENTO:

SALVAMENTO DE VOTO   DEL MAGISTRADO JAIME ARAÚJO RENTERÍA

Para el suscrito magistrado es claro que si de acuerdo con la posición adoptada por la

Corte no se puede cobrar la cuota de compensación militar, los remisos no tendrían

que pagarla para que se les expida la libreta militar y por lo tanto mal puede cobrarse

el pago de una multa por causa de algo que no existe en el ordenamiento jurídico, ya

que la exención siempre se refiere a algo que preexiste. En este caso, se lleva a cabo

un cambio de la jurisprudencia constitucional respecto de la inconstitucionalidad de

las amnistías, y considero que debió afirmarse abierta y expresamente tal cambio,

por cuanto se condona una obligación que surge del incumplimiento de un deber.

 SALVAMENTO DE VOTO MANUEL JOSÉ CEPEDA ESPINOSA                                                                                                                                                                                      

1. En lo que se refiere a las razones de fondo, considero que el presente proyecto de

ley objetado es inconstitucional, por cuanto a la luz de los principios de justicia y

equidad el legislador no puede desgravar a quien ha incumplido con un deber

constitucional.

A este respecto debo señalar que en principio y tal y como lo ha señalado la Corte, las

amnistías tributarias son inconstitucionales y sólo en circunstancias excepcionales,

plenamente justificadas, puede aceptarse la validez de una medida que exime del

pago de una obligación fiscal, circunstancias que no se dan en el presente caso. Así

para la Corte las amnistías tributarias son inconstitucionales, toda vez que no se

puede premiar a quien incumple con su deber.

En este sentido, el argumento central de inexequibilidad consiste en que las

amnistías tributarias son inconstitucionales en cuanto el legislador no se encuentra 
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 7.2. PROBLEMA 

JURÍDICO 

CENTRAL 

Que las normas acusadas vulneran los artículos  189 numeral 3º, 216, 218, 250 

numeral 3º y 251 numeral 4º de la Constitución.

Señala que de acuerdo con las normas demandadas la Fiscalía solamente coordina y 

no dirige la Policía Fiscal y Aduanera cuando ejerce funciones de policía judicial,  por 

lo que se  desconoce la atribución constitucional a la Fiscalía General de la Nación de 

dirigir y coordinar las funciones de Policía Judicial que en forma permanente cumple 

la Policía Nacional y los demás organismos que señale la ley -artículo 250 numeral 3 

C.P.- y la función especial del Fiscal General de la Nación de otorgar atribuciones 

transitorias a entes públicos que puedan cumplir funciones de policía judicial, bajo la 

responsabilidad y dependencia funcional de la Fiscalía General de la Nación -artículo 

251 numeral 4 C.P.-.

Manifiesta  así mismo que la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales no puede 

ejercer de manera permanente funciones de policía judicial, porque entiende que de 

conformidad con el artículo 218 de la Constitución solamente compete a la Policía 

Nacional dicho ejercicio como cuerpo armado permanente de naturaleza civil 

organizado por la Ley.

Igualmente, señala que según el artículo 216 de la Constitución la fuerza pública está 

integrada en forma exclusiva por las Fuerzas Militares y la Policía Nacional, de modo 

que no puede constituirse a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales como 

ANÁLISIS DE JURISPRUDENCIA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL EN MATERIA CONSTITUCIONALIDAD DE 

LA CONTRATACIÓN PÚBLICA

Sentencia  C-404/03

22 DE MAYO DE 2003

3. TIPO DE 

DECISIÓN

Primero.- INHIBIRSE para proferir fallo de fondo en relación  con el artículo 

80  de la Ley 488 de 1998.

Segundo.- Declarar EXEQUIBLES, por  los cargos analizados en la parte 

motiva de esta sentencia  los  literales e) del artículo 18, y  c)  del artículo 

19, del  Decreto Extraordinario 1071 de 1999, en el entendido que las 

funciones de Policía Judicial a que dichos literales aluden serán ejercidas   

exclusivamente en los asuntos de competencia de la Dirección de Aduanas e 

Impuestos Nacionales  y  bajo la dirección y coordinación del Fiscal General 

de la Nación

Tercero.- Declarar EXEQUIBLES, por  el cargo analizado,  los literales  t) del 

artículo 18, q) del artículo 19,  w) del artículo 22, o) del artículo 23 y j) del 

artículo 32  del  Decreto Extraordinario 1071 de 1999, en el entendido que 

las funciones de Policía judicial a que dichos literales aluden serán ejercidas   
Dr. ALVARO TAFUR GALVIS

Humberto de Jesús Longas Londoño

6. PARTE 

ACCIONADA

 Fiscalía General de la Nación

7.DESCRIPCIÓN FÁCTICA 

7.1 NORMA ACUSADA : 

 El artículo 80 de la Ley 488 de 1998, los artículos 18 literal e), 19 literal c), 22 literal w), 23 

literal o) y 32 literal j) del Decreto 1071 de 1999 y los incisos 1º, 2º y 3º del artículo 53 la Ley 

633 de 2000.
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La Corte  advierte  en este sentido que el problema  que plantea el actor de la 

existencia de una doble “jerarquía funcional”   entre el director de la Policía y el 

director de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales  no comporta un 

problema de constitucionalidad  frente a las competencias del Presidente de la 

República pues estas en manera alguna se encuentran conculcadas en el presente 

caso.    Así las cosas el cargo planteado por el actor en este sentido tampoco puede 

prosperar  y así lo señalará la Corte en la parte resolutiva de esta Sentencia. En 

armonía con los análisis precedentes expresados en torno de los argumentos 

planteados en la demanda y habida consideración del contenido de las 

intervenciones y particularmente del Concepto del Señor Procurador General de la 

Nación, cabe señalar como conclusiones de la presente sentencia que (i) Las 

funciones de Policía Judicial atribuidas a los funcionarios a que se refieren los literales 

acusados, deberán ejercerse en el ámbito de competencia de la Dirección de 

Impuestos y Aduanas Nacionales y bajo la dirección y coordinación funcional del 

Fiscal General de la Nación sin perjuicio de la superioridad jerárquica orgánica tanto 

del Director General de Aduanas e Impuestos Nacionales como del Director de Policía 

Fiscal y Aduanera. (ii) Los agentes que conforman el soporte armado de la Dirección 

de policía Fiscal y Aduanera no  constituyen una “Fuerza Pública adicional”, pues se 

trata de efectivos de la Policía Nacional que integran la Fuerza Pública, pero que han 

sido asignados de manera específica al soporte de las actividades que cumple la 

Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, y se integran a la Dirección de Policía 

Fiscal y Aduanera con dicho fin. Para efectos del cumplimiento de estas funciones 

específicas no están sujetos a la dirección ni coordinación de los oficiales superiores 

encargados de la Dirección General de la Policía Nacional, sino del Director de Policía 

Fiscal y Aduanera de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales y del Director 

de esta última. iii) Conforme al artículo 223 Superior, ninguna dificultad 

constitucional se plantea por la circunstancia de que los servidores de la Dirección de 

Policía Fiscal y Aduanera no fuesen  miembros de la Policía Nacional y prestaran un 

soporte armado a las actividades de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales 

o incluso que dicha Dirección se constituyera en un cuerpo armado oficial diferente 

de la Policía Nacional, específicamente destinado a soportar las funciones de control 

tributario aduanero y cambiario a cargo de la dirección de Impuestos y Aduanas 

Nacionales. (iv) Dentro de la estructura del Estado, la Fuerza Pública integrada por las 

Fuerzas Militares y la Policía Nacional, forman parte de la Rama Ejecutiva del poder 

público y, en tal virtud, se encuentran bajo la dirección del Presidente de la República 

conforme al artículo 189 de la Constitución. Idéntica situación se presenta con los 

servidores que integran la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales, que se 

encuentra integrada igualmente a la Rama Ejecutiva respecto de la cual el Presidente 

de la República ejerce como suprema autoridad administrativa. No cabe en 

consecuencia derivar ninguna vulneración de las competencias del Presidente de la 

República.

De los análisis efectuados a lo largo de esta providencia, conforme a lo expresado en  

los respectivos acápites, resulta que las disposiciones  acusadas guardan armonía con 

las reglas superiores  siempre y cuando se entienda que  las funciones de policía 

judicial a que ellas se refieren  se encuentren circunscritas, de manera exclusiva,  a 

los asuntos de competencia de la Dirección de Aduanas e Impuestos Nacionales y que 

se cumplan bajo la dirección y coordinación del Fiscal General de la Nación.  Así se 

declarará en la parte resolutiva de esta providencia.
7.4. 

FUNDAMENTO 

ASOCIADO CON 
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 7.2. PROBLEMA 

JURÍDICO 

CENTRAL 

El problema jurídico que debe resolver la Corte en esta oportunidad es Revisión de 

constitucionalidad del Decreto 4580 de 7 de diciembre de 2010, “Por el cual se 

declara el estado de emergencia económica, social y ecológica por razón de grave 

calamidad pública, puesto que en los términos del artículo 215 de la Constitución 

Política de Colombia, el Presidente de la República con la firma de todos los 

ministros, en caso de que sobrevengan hechos distintos a los previstos en los 

artículos 212 y 213 de la Constitución Política, que perturben o amenacen perturbar 

en forma grave e inminente el orden económico, social y ecológico del país, o que 

constituyan grave calamidad pública, podrá declarar el estado de emergencia.

Que según la misma norma constitucional, una vez declarado el estado de 

emergencia, el Presidente, con la firma de todos los ministros, podrá dictar decretos 

con fuerza de ley destinados exclusivamente a conjurar la crisis y a impedir la 

extensión de sus efectos

Que estos decretos deberán referirse a materias que tengan relación directa y 

específica con el estado de emergencia, y podrán, en forma transitoria, establecer 

nuevos tributos o modificar los existentes.

Que en todo el territorio nacional han sobrevenido hechos constitutivos de grave 

calamidad pública.

ANÁLISIS DE JURISPRUDENCIA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL EN MATERIA CONSTITUCIONALIDAD DE 

LA CONTRATACIÓN PÚBLICA

Sentencia  C-156/11

11 DE MARZO DE 2011

3. TIPO DE 

DECISIÓN
Primero.- Declarar EXEQUIBLE el Decreto 4580 de 2010 “Por el cual se 

declara el estado de emergencia económica, social y ecológica por razón de 
Dr. Mauricio González Cuervo

Presidencia de la Republica

6. PARTE 

ACCIONADA

Comité Nacional para la Prevención y Atención de Desastres

7.DESCRIPCIÓN FÁCTICA 

7.1 NORMA ACUSADA

Decreto 4580 de 7 de diciembre de 2010, “Por el cual se declara el estado de emergencia 

económica, social y ecológica por razón de grave calamidad pública.

7.3. 

ARGUMENTOS 

DE LA CORTE

Considera esta Corte que los sucesos acaecidos a raíz del fenómeno de la Niña 2010, 

agudizados a partir del mes de noviembre del mismo año y con consecuencias 

desastrosas a nivel social, económico y ecológico -como se ha demostrado 

probatoriamente en esta providencia- son hecho notorio, conocido por todo el país a 

través de las diferentes formas sociales de comunicación. Con base en los sucesos 

climáticos vividos en Colombia desde mediados del año 2010 y recrudecidos desde 

noviembre del mismo año, no cabe duda de que son constitutivos de grave calamidad 

pública con inmenso impacto en el orden económico, social y ecológico; hechos 

desde luego imprevisibles y sobrevivientes acorde con lo ya expuesto.

 El Gobierno Nacional utilizó (i) los recursos de que disponía para conjurar la crisis 

producida, (ii)  decretó en un primer momento la situación de calamidad pública,  

posteriormente y ante la agudización del fenómeno Niña 2010 se (iii) declaró la 

situación de desastre, las dos anteriores contenidas en el decreto 919 de 1989.  Así 

las cosas,   el volumen de las precipitaciones, la exacerbación súbita del fenómeno y 

las dimensiones inconmensurables de las secuelas sufridas a causa de este, hicieron 

que las mencionadas medidas -todas de carácter ordinario- resultaran abiertamente 

insuficientes y exiguas ante la crisis presentada.

Adicionalmente, el informe del IDEAM señala que el fenómeno de la Niña 2010 

puede extender sus efectos hasta junio del presente año, superponiéndose  con la 

segunda temporada de lluvias de 2011. Así, el fenómeno tantas veces mencionado 

adquirió dos características que activan la declaratoria de la emergencia: (i) perturbó 

el orden social, económico y ecológico; y (ii) y amenaza continuar perturbándolo en el 

primer semestre de 2011. Por tanto, las medidas ordinarias que quedaron 

insuficientes para conjurar la perturbación ya producida en diciembre de 2010, 

pueden resultar poco idóneas para superar la amenaza, aún hoy latente, de que los 

efectos del fenómeno de la Niña 2010 se extiendan hasta junio del presente año.                                                                                                                                                                                                                                                                  

La dimensión de la perturbación del orden económico, social y ecológico constitutivos 

de grave calamidad pública y la amenaza de una nueva agudización de la crisis con 

grave afectación de los derechos fundamentales, socioeconómicos y ambientales de 

la población, rebasaron los instrumentos ordinarios existentes -presupuestales, 

institucionales y normativos- los cuales resultan insuficientes para subsanar de 

manera inmediata y oportuna las consecuencias de la crisis, prevenir su repetición e 

impedir la extensión de sus efectos.

 En consecuencia, habiendo superado los análisis de esta Corte, respecto del 

prepuesto fáctico, el presupuesto valorativo y la calificación sobre la suficiencia de los 

medios ordinarios, concluye esta Corte que el Decreto 4580 de 2010 “Por el cual se 

declara el estado de emergencia económica, social y ecológica por razón de grave 

calamidad pública” está ajustado tanto a los requisitos formales como a los requisitos 

materiales señalados en la Constitución, la Ley Estatutaria de los Estados de 

Excepción y en los tratados internacionales de derechos humanos, razón por la cual 

se declarará exequible.
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Considera esta Corte que los sucesos acaecidos a raíz del fenómeno de la Niña 2010, 

agudizados a partir del mes de noviembre del mismo año y con consecuencias 

desastrosas a nivel social, económico y ecológico -como se ha demostrado 

probatoriamente en esta providencia- son hecho notorio, conocido por todo el país a 

través de las diferentes formas sociales de comunicación. Con base en los sucesos 

climáticos vividos en Colombia desde mediados del año 2010 y recrudecidos desde 

noviembre del mismo año, no cabe duda de que son constitutivos de grave calamidad 

pública con inmenso impacto en el orden económico, social y ecológico; hechos 

desde luego imprevisibles y sobrevivientes acorde con lo ya expuesto.

 El Gobierno Nacional utilizó (i) los recursos de que disponía para conjurar la crisis 

producida, (ii)  decretó en un primer momento la situación de calamidad pública,  

posteriormente y ante la agudización del fenómeno Niña 2010 se (iii) declaró la 

situación de desastre, las dos anteriores contenidas en el decreto 919 de 1989.  Así 

las cosas,   el volumen de las precipitaciones, la exacerbación súbita del fenómeno y 

las dimensiones inconmensurables de las secuelas sufridas a causa de este, hicieron 

que las mencionadas medidas -todas de carácter ordinario- resultaran abiertamente 

insuficientes y exiguas ante la crisis presentada.

Adicionalmente, el informe del IDEAM señala que el fenómeno de la Niña 2010 

puede extender sus efectos hasta junio del presente año, superponiéndose  con la 

segunda temporada de lluvias de 2011. Así, el fenómeno tantas veces mencionado 

adquirió dos características que activan la declaratoria de la emergencia: (i) perturbó 

el orden social, económico y ecológico; y (ii) y amenaza continuar perturbándolo en el 

primer semestre de 2011. Por tanto, las medidas ordinarias que quedaron 

insuficientes para conjurar la perturbación ya producida en diciembre de 2010, 

pueden resultar poco idóneas para superar la amenaza, aún hoy latente, de que los 

efectos del fenómeno de la Niña 2010 se extiendan hasta junio del presente año.                                                                                                                                                                                                                                                                  

La dimensión de la perturbación del orden económico, social y ecológico constitutivos 

de grave calamidad pública y la amenaza de una nueva agudización de la crisis con 

grave afectación de los derechos fundamentales, socioeconómicos y ambientales de 

la población, rebasaron los instrumentos ordinarios existentes -presupuestales, 

institucionales y normativos- los cuales resultan insuficientes para subsanar de 

manera inmediata y oportuna las consecuencias de la crisis, prevenir su repetición e 

impedir la extensión de sus efectos.

 En consecuencia, habiendo superado los análisis de esta Corte, respecto del 

prepuesto fáctico, el presupuesto valorativo y la calificación sobre la suficiencia de los 

medios ordinarios, concluye esta Corte que el Decreto 4580 de 2010 “Por el cual se 

declara el estado de emergencia económica, social y ecológica por razón de grave 

calamidad pública” está ajustado tanto a los requisitos formales como a los requisitos 

materiales señalados en la Constitución, la Ley Estatutaria de los Estados de 

Excepción y en los tratados internacionales de derechos humanos, razón por la cual 

se declarará exequible.

7.4. 

FUNDAMENTO 

ASOCIADO CON 

INCONSTITUCIONALIDAD POR OMISION LEGISLATIVA RELATIVA



9. SI HUBO 

SALVAMENTOS 

DE VOTO, ESTE 

ES EL 

ARGUMENTO:

JOSE GREGORIO HERNANDEZ GALINDO

HERNANDO HERRERA VERGARA

VLADIMIRO NARANJO MESA                                                                                                                                                                                                            

Los suscritos Magistrados compartimos, por supuesto, la decisión adoptada por la 

Corte en el sentido de declarar inexequible el parágrafo segundo del artículo 33 de la 

Ley 190 de 1995, que disponía la prohibición de publicar extractos o resúmenes del 

contenido de la investigación disciplinaria hasta que se produjera el fallo.                                                                                                                                                                                                 

La Corte ha debido limitarse a verificar la constitucionalidad o inconstitucionalidad de 

la norma, sin agregar un condicionamiento que -en esta ocasión, a diferencia de 

otras, en las que sí se ha justificado- implica un verdadero ejercicio legislativo, que no 

está a cargo de esta Corporación.

Pero, además, la parte resolutiva de la Sentencia en esta materia introduce 

insalvables contradicciones:

1) ¿Cómo entender que por una parte se avale la constitucionalidad del inciso 

primero, que consagra una reserva total hasta después del fallo, y que por otra se 

ordene, con la fuerza de la cosa juzgada, que esa reserva se habrá de levantar tan 

pronto se practiquen las pruebas, es decir, mucho antes de la decisión?

2) ¿Cómo evitar el contrasentido de que los periodistas y los medios puedan informar 

con la amplitud que contempla la Sentencia al declarar inexequible el parágrafo 

segundo del precepto enjuiciado, a la vez que los funcionarios de los entes 

investigadores están obligados, bajo el apremio de sanciones, a guardar la reserva?
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En síntesis, la Sala no evidencia la configuración de una Omisión Legislativa Relativa 

por vulneración de los artículos 13, 325 y 326, como lo alega el actor, en razón a que:

(i) No se constata una violación del valor, principio y derecho a la igualdad, 

consagrado en el artículo 13 CP, por cuanto el tratamiento disímil que hace el 

Legislador respecto del Distrito Capital y sus municipios conurbanos para la 

conformación de un Área Metropolitana está justificado desde el punto de vista 

constitucional, a partir de una interpretación sistemática de los artículos 322 y 325, 

en donde se consagra el mandato constitucional de un “ley especial” para la 

determinación del régimen político, administrativo y fiscal del Distrito Capital, lo cual 

incluye la conformación de un área Metropolitana con los municipios colindantes de 

Cundinamarca.   (ii) Tampoco se vislumbra desconocimiento alguno de los artículos 

322, 325 y 326 Superiores que se refieren especialmente al Distrito Capital, ya que 

como se ha reiterado múltiples veces, el artículo 322 determina que el régimen 

político, fiscal y administrativo del Distrito Capital será determinado por la 

Constitución y las leyes especiales que se dicten para esta entidad especial y las 

disposiciones que estén vigentes en sus municipios. Igualmente, no evidencia este 

Tribunal vulneración alguna del artículo 325 Constitucional en el cual se determina 

que el Distrito Capital y los municipios contiguos pueden conformar un Área 

Metropolitana para el beneficio de todos los que lo integren, a partir de una 

interpretación sistemática con el artículo 322 CP.

(iii) Igualmente, no se vislumbra violación alguna del artículo 326 de la Carta Política 

en el cual se consagra que los municipios circunvecinos podrán incorporarse a Distrito 

Capital, si así lo determinan los ciudadanos que residan en ellos mediante votación 

posterior al acuerdo del concejo distrital, y que una vez se hayan incorporado al 

Distrito Capital se les aplicará las normas constitucionales y legales vigentes para las 

demás localidades que conformen el Distrito Capital, que de conformidad con el 

artículo 322 CP determina que tendrá un régimen especial.

(iv) En el mismo sentido resalta la Corte que no se trata de casos análogos o similares 

a los cuales el legislador esté obligado a darles un tratamiento similar, sino que por el 

contrario, se trata de casos disímiles que ameritan un tratamiento diferenciado, por 

expreso mandato constitucional (art.322CP) y dadas las especiales situaciones 

fácticas y jurídicas que afronta el Distrito Capital y sus municipios circunvecinos.

(v) No existe exclusión, prohibición, ni vacío jurídico-normativo, ya que el legislador 

debe regular mediante una ley especial la conformación del Área Metropolitana para 

Bogotá D.C. y sus municipios conurbanos, en cumplimiento de los mandatos 

superiores contenidos en los artículos 322 y 325 CP, y las disposiciones del parágrafo 

del artículo 1º y 39 de la Ley 1625 de 2013.                                                                                                                                                                                                                                                                                                           

No prospera el cargo por Omisión Legislativa Relativa respecto de las normas 

acusadas en la presente demanda de inconstitucionalidad, a saber el parágrafo del 

artículo 1º y el artículo 39 de la Ley 1625 de 2013, en razón a que no se cumple con 

ninguno de los requisitos para la configuración de tal fenómeno jurídico. Lo anterior, 

como consecuencia de la condición especial y diferencial del Distrito Capital con 

relación a los demás entes territoriales que exige que se expidan leyes especiales que 

determinen un régimen diferencial para la Capital y municipios circunvecinos, lo cual 

se encuentra consagrado en la misma Constitución como un mandato en sus artículos 

322 a 327 Superiores, y no implica la vulneración del principio y derecho a la igualdad 

contenido en el artículo 13 Superior. Igualmente, por cuanto en la Ley acusada no se 

 7.2. PROBLEMA 

JURÍDICO 

CENTRAL 

El problema jurídico que debe resolver la Corte en esta oportunidad es si los 

enunciados normativos contenidos en el parágrafo del artículo 1º y el artículo 39 de 

la Ley 1625 de 2013 “Por la cual se deroga la Ley Orgánica 128 de 1994 y se expide el 

Régimen para las Áreas Metropolitanas”, vulneran la Constitución Política en sus 

artículos 13, 325 y 32 CP y con ello se configura una Omisión Legislativa Relativa, en 

razón a que las disposiciones acusadas determinan que la Ley 1625 de 2013 no aplica 

para el caso de Bogotá Distrito Capital y sus municipios conurbanos, los cuales 

tendrán una ley especial que definirá las reglas especiales a las que se sujetará la 

conformación de un Área Metropolitana entre Bogotá y los municipios colindantes 

del departamento de Cundinamarca.

Para analizar este problema jurídico la Corte (i) reiterará su jurisprudencia en relación 

con los requisitos para la configuración de una Omisión Legislativa Relativa; (ii) 

analizará el estatus normativo de las Áreas Metropolitanas, de conformidad con la 

Constitución, las leyes orgánicas y la jurisprudencia de esta Corte; para 

posteriormente (iii) entrar a resolver el cargo central de la demanda consistente en si 

se configura o no la Omisión Legislativa Relativa alegada por vulneración de los 

artículos 13, 325 y 326 CP, respecto de la posibilidad de que el Distrito Capital pueda 

conformar un Área Metropolitana con los municipios colindantes de Cundinamarca a 

partir de una ley especial diferente a la Ley 1625 de 2013.

ANÁLISIS DE JURISPRUDENCIA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL EN MATERIA CONSTITUCIONALIDAD DE 

LA CONTRATACIÓN PÚBLICA

Sentencia  C-179/14

26 DE MARZO DE 2014

3. TIPO DE 

DECISIÓN
Declarar EXEQUIBLES el parágrafo del artículo 1º y el artículo 39 de la Ley 

1625 de 2013, por los cargos analizados en esta sentencia.
Dr. LUIS ERNESTO VARGAS SILVA

Guillermo Francisco Reyes González

6. PARTE 

ACCIONADA

Comité Nacional para la Prevención y Atención de Desastres

7.DESCRIPCIÓN FÁCTICA 

7.1 NORMA ACUSADA

 El parágrafo del artículo 1º y el artículo 39 de la Ley 1625 de 2013 “Por la cual se deroga la 

Ley Orgánica 128 de 1994 y se expide el Régimen para las Áreas Metropolitanas”
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En síntesis, la Sala no evidencia la configuración de una Omisión Legislativa Relativa 

por vulneración de los artículos 13, 325 y 326, como lo alega el actor, en razón a que:

(i) No se constata una violación del valor, principio y derecho a la igualdad, 

consagrado en el artículo 13 CP, por cuanto el tratamiento disímil que hace el 

Legislador respecto del Distrito Capital y sus municipios conurbanos para la 

conformación de un Área Metropolitana está justificado desde el punto de vista 

constitucional, a partir de una interpretación sistemática de los artículos 322 y 325, 

en donde se consagra el mandato constitucional de un “ley especial” para la 

determinación del régimen político, administrativo y fiscal del Distrito Capital, lo cual 

incluye la conformación de un área Metropolitana con los municipios colindantes de 

Cundinamarca.   (ii) Tampoco se vislumbra desconocimiento alguno de los artículos 

322, 325 y 326 Superiores que se refieren especialmente al Distrito Capital, ya que 

como se ha reiterado múltiples veces, el artículo 322 determina que el régimen 

político, fiscal y administrativo del Distrito Capital será determinado por la 

Constitución y las leyes especiales que se dicten para esta entidad especial y las 

disposiciones que estén vigentes en sus municipios. Igualmente, no evidencia este 

Tribunal vulneración alguna del artículo 325 Constitucional en el cual se determina 

que el Distrito Capital y los municipios contiguos pueden conformar un Área 

Metropolitana para el beneficio de todos los que lo integren, a partir de una 

interpretación sistemática con el artículo 322 CP.

(iii) Igualmente, no se vislumbra violación alguna del artículo 326 de la Carta Política 

en el cual se consagra que los municipios circunvecinos podrán incorporarse a Distrito 

Capital, si así lo determinan los ciudadanos que residan en ellos mediante votación 

posterior al acuerdo del concejo distrital, y que una vez se hayan incorporado al 

Distrito Capital se les aplicará las normas constitucionales y legales vigentes para las 

demás localidades que conformen el Distrito Capital, que de conformidad con el 

artículo 322 CP determina que tendrá un régimen especial.

(iv) En el mismo sentido resalta la Corte que no se trata de casos análogos o similares 

a los cuales el legislador esté obligado a darles un tratamiento similar, sino que por el 

contrario, se trata de casos disímiles que ameritan un tratamiento diferenciado, por 

expreso mandato constitucional (art.322CP) y dadas las especiales situaciones 

fácticas y jurídicas que afronta el Distrito Capital y sus municipios circunvecinos.

(v) No existe exclusión, prohibición, ni vacío jurídico-normativo, ya que el legislador 

debe regular mediante una ley especial la conformación del Área Metropolitana para 

Bogotá D.C. y sus municipios conurbanos, en cumplimiento de los mandatos 

superiores contenidos en los artículos 322 y 325 CP, y las disposiciones del parágrafo 

del artículo 1º y 39 de la Ley 1625 de 2013.                                                                                                                                                                                                                                                                                                           

No prospera el cargo por Omisión Legislativa Relativa respecto de las normas 

acusadas en la presente demanda de inconstitucionalidad, a saber el parágrafo del 

artículo 1º y el artículo 39 de la Ley 1625 de 2013, en razón a que no se cumple con 

ninguno de los requisitos para la configuración de tal fenómeno jurídico. Lo anterior, 

como consecuencia de la condición especial y diferencial del Distrito Capital con 

relación a los demás entes territoriales que exige que se expidan leyes especiales que 

determinen un régimen diferencial para la Capital y municipios circunvecinos, lo cual 

se encuentra consagrado en la misma Constitución como un mandato en sus artículos 

322 a 327 Superiores, y no implica la vulneración del principio y derecho a la igualdad 

contenido en el artículo 13 Superior. Igualmente, por cuanto en la Ley acusada no se 
7.4. 

FUNDAMENTO 

ASOCIADO CON 

INCONSTITUCIONALIDAD POR OMISION LEGISLATIVA RELATIVA



9. SI HUBO 

SALVAMENTOS 

DE VOTO, ESTE 

ES EL 

ARGUMENTO:

JOSE GREGORIO HERNANDEZ GALINDO

HERNANDO HERRERA VERGARA

VLADIMIRO NARANJO MESA                                                                                                                                                                                                            

Los suscritos Magistrados compartimos, por supuesto, la decisión adoptada por la 

Corte en el sentido de declarar inexequible el parágrafo segundo del artículo 33 de la 

Ley 190 de 1995, que disponía la prohibición de publicar extractos o resúmenes del 

contenido de la investigación disciplinaria hasta que se produjera el fallo.                                                                                                                                                                                                 

La Corte ha debido limitarse a verificar la constitucionalidad o inconstitucionalidad de 

la norma, sin agregar un condicionamiento que -en esta ocasión, a diferencia de 

otras, en las que sí se ha justificado- implica un verdadero ejercicio legislativo, que no 

está a cargo de esta Corporación.

Pero, además, la parte resolutiva de la Sentencia en esta materia introduce 

insalvables contradicciones:

1) ¿Cómo entender que por una parte se avale la constitucionalidad del inciso 

primero, que consagra una reserva total hasta después del fallo, y que por otra se 

ordene, con la fuerza de la cosa juzgada, que esa reserva se habrá de levantar tan 

pronto se practiquen las pruebas, es decir, mucho antes de la decisión?

2) ¿Cómo evitar el contrasentido de que los periodistas y los medios puedan informar 

con la amplitud que contempla la Sentencia al declarar inexequible el parágrafo 

segundo del precepto enjuiciado, a la vez que los funcionarios de los entes 

investigadores están obligados, bajo el apremio de sanciones, a guardar la reserva?
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 7.2. PROBLEMA 

JURÍDICO 

CENTRAL 

El ciudadano LUIS ANTONIO VARGAS ALVAREZ (Exp. N° D-995) solicita la declaratoria 

de inexequibilidad del aparte subrayado del artículo 3° de la Ley 190 de 1995, por 

considerarlo violatorio del Preámbulo y los artículos 1°, 2°, 15, 25 y 29 de la Carta. 

Según el artículo 26 del Decreto 2400 de 1968, en la hoja de vida del funcionario 

deben constar los motivos por los cuales se declaró la insubsistencia, a pesar de ser 

ésta un acto discrecional. Con base en lo anterior, algunos nominadores han aplicado 

el Decreto 1950 de 1973, declarando insubsistencias, tras cuya discrecionalidad se 

ocultan las verdaderas causas del despido que, por lo general, no se derivan del 

"buen servicio" sino de espúreos intereses personales (nepotismo, favores políticos, 

sexuales, etc.). En opinión del demandante, las razones que sustentan una 

declaratoria de insubsistencia deben constar en la hoja de vida del empleado, y tener 

carácter probatorio, si se quiere proteger el buen nombre y la honra de los 

funcionarios afectados, en la medida en que "existe el concepto general de que 'todo 

echado' lo ha sido por una causa contraria a derecho". Los derechos al debido 

proceso (C.P., artículo 29) y al trabajo (C.P., artículo 25) también resultan vulnerados 

por la disposición acusada, toda vez que restringe las facultades de las partes 

ANÁLISIS DE JURISPRUDENCIA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL EN MATERIA CONSTITUCIONALIDAD DE 

LA CONTRATACIÓN PÚBLICA

Sentencia  C-038-96

05DE FEBRERO  DE 1996

3. TIPO DE 

DECISIÓN

PRIMERO.- Declarar INEXEQUIBLE la parte demandada del primer inciso del 

artículo 3, que dispone: “dicha información no podrá utilizarse como prueba 

en los procesos judiciales o administrativos de carácter laboral y de ella sólo 

se comunicarán la identificación del funcionario y las causales de su 

desvinculación del servicio o de la terminación anormal de sus contratos”. 

SEGUNDO.- Declarar EXEQUIBLE el inciso 2 del artículo 6º de la Ley 190 de 

1995, pero únicamente bajo el entendido de que la inhabilidad o 

incompatibilidad sobrevinientes no se hayan generado por dolo o culpa 

imputables al nombrado o al funcionario público a los que se refiere dicho 

precepto.

TERCERO.- Declarar EXEQUIBLES, sólo por razones de fondo, los incisos 1º y 

2º del artículo 33 de la Ley 190 de 1995, pero únicamente bajo el entendido 

de que la reserva que en ellos se consagra se ha de levantar tan pronto se 

practiquen las pruebas decretadas en la oportunidad legal y, en todo caso, 

una vez expire el término señalado en la ley para la investigación.

CUARTO.- Declarar EXEQUIBLES los parágrafos primero y tercero del artículo 

33 de la Ley 190 de 1995.

QUINTO.- Declarar EXEQUIBLES los artículos 36 y 82 de la Ley 190 de 1995, 

así como la parte demandada del artículo 78 de la misma Ley.

SEXTO.- Declarar INEXEQUIBLE el parágrafo segundo del artículo 33 de la 
Dr.  EDUARDO CIFUENTES MUÑOZ

Santiago Salah Argüello, Claudia Mercedes Penagos Correa, Marcela Adriana

Rodríguez Gómez, Eduardo Pizano de Narváez, Alirio Uribe Muñoz, German Suárez

Castillo, Manuel Manotas Manotas, Luis Antonio Vargas Alvarez
6. PARTE 

ACCIONADA

Comité Nacional para la Prevención y Atención de Desastres

7.DESCRIPCIÓN FÁCTICA 

7.1 NORMA ACUSADA:  los artículos 3 (parcial), 6, 17 (parcial), 33, 36, 78 (parcial) y 82 de la 

Ley 190 de 1995 "Por la cual se dictan normas tendientes a preservar la moralidad en la 

Administración Pública y se fijan disposiciones con el fin de erradicar la corrupción 

administrativa en Colombia"



7.3. 

ARGUMENTOS 

DE LA CORTE

  La Corte considera que en la Constitución no se encuentra norma alguna que impida 

al legislador regular libremente la constitución de parte civil por delitos cometidos 

contra la administración pública. De otro lado, parece razonable que se amplíe la 

competencia de las personas jurídicas de derecho público a la defensa de los 

intereses patrimoniales del Estado que a cada una le corresponde cuidar y vigilar, y 

que son los que resultan inmediatamente afectados con las conductas ilícitas. La 

atribución de la Contraloría General de la República contenida en el artículo 268-5 de 

la C.P., no trasciende el campo de la responsabilidad fiscal y se ejercita sin perjuicio 

de la acción penal correspondiente que, incluso, ése órgano puede promover ante las 

autoridades competentes (C.P. art. 268-8).                                                                                                                                  

La Corte encuentra ajustado a la Constitución el precepto legal que mantiene la 

reserva del sumario, en términos absolutos, hasta el momento en que se dicta una 

medida de aseguramiento, a partir de la cual se pueden revelar ciertos datos que la 

norma menciona. La medida de aseguramiento, según los artículos 387 y 388 del C. 

de P. P., presupone la existencia - por lo menos - de un indicio grave de 

responsabilidad con base en las pruebas legalmente producidas en el proceso. De 

permitirse la divulgación de información con anterioridad a este momento procesal, 

se sacrificaría de manera absoluta la presunción de inocencia del investigado. Los 

datos que se suministran con posterioridad, no pueden tener tampoco naturaleza 

incriminatoria, pero se respaldan en el acopio de elementos probatorios que 

aseguran la existencia de un indicio grave de responsabilidad.

 En un estatuto legal enderezado a proscribir la corrupción pública y privada, en el 

que se consagran tipos penales, lo mismo que controles a las fuentes y aplicaciones 

de los fondos que las actividades ilícitas movilizan, no están fuera de lugar las 

disposiciones que se refieren a las facultades de la Fiscalía y a los controles legales 

que las rodean. La Fiscalía es uno de los principales instrumentos estatales para 

poner término a este género de conductas y su competencia se despliega tanto sobre 

personas como sobre bienes. Correlativamente, el control de legalidad de los actos 

de la Fiscalía, no puede dejar de referirse a las medidas que a este respeto adopte. 

Por consiguiente, no vislumbra la Corte que la disposición acusada viole el artículo 

158 de la C.P.

 El Control de legalidad de algunos actos de la Fiscalía General de la Nación, por parte 

del respectivo Juez de conocimiento, permite combinar armoniosamente la eficacia 

de ése órgano con la garantía de los derechos de defensa de las personas 

investigadas o afectadas por sus decisiones, y es plenamente compatible con el 

Estado de derecho y el principio de unidad de jurisdicción, como ya tuvo oportunidad 

de exponerlo la Corte Constitucional al declarar la exequibilidad del artículo 414A del 

C. de P. P, que estableció la revisión judicial de las medidas de aseguramiento 

dictadas por aquél. Las razones esgrimidas por la Corte en el fallo C-395 de 1994 

(M.P. Carlos Gaviria Díaz), a las que en esta ocasión es necesario remitirse, abonan la 

 7.2. PROBLEMA 

JURÍDICO 

CENTRAL 

El ciudadano LUIS ANTONIO VARGAS ALVAREZ (Exp. N° D-995) solicita la declaratoria 

de inexequibilidad del aparte subrayado del artículo 3° de la Ley 190 de 1995, por 

considerarlo violatorio del Preámbulo y los artículos 1°, 2°, 15, 25 y 29 de la Carta. 

Según el artículo 26 del Decreto 2400 de 1968, en la hoja de vida del funcionario 

deben constar los motivos por los cuales se declaró la insubsistencia, a pesar de ser 

ésta un acto discrecional. Con base en lo anterior, algunos nominadores han aplicado 

el Decreto 1950 de 1973, declarando insubsistencias, tras cuya discrecionalidad se 

ocultan las verdaderas causas del despido que, por lo general, no se derivan del 

"buen servicio" sino de espúreos intereses personales (nepotismo, favores políticos, 

sexuales, etc.). En opinión del demandante, las razones que sustentan una 

declaratoria de insubsistencia deben constar en la hoja de vida del empleado, y tener 

carácter probatorio, si se quiere proteger el buen nombre y la honra de los 

funcionarios afectados, en la medida en que "existe el concepto general de que 'todo 

echado' lo ha sido por una causa contraria a derecho". Los derechos al debido 

proceso (C.P., artículo 29) y al trabajo (C.P., artículo 25) también resultan vulnerados 

por la disposición acusada, toda vez que restringe las facultades de las partes 



Ejercicio del 

Control Fiscal

Control fiscal 

excepcional 

Finalidad del 

control Fiscal 

Vigilancia Fiscal 

Control Fiscal a 

Sociedades de 

Economia mixta 

Principios del 

Control Fiscal 

Proceso de 

responsabilid

ad Fiscal
8. 

CONTRIBUCIÓN 

ESPECÍFICA A 

UNA LINEA 

JURISPRUDENCIA

9. SI HUBO 

SALVAMENTOS 

DE VOTO, ESTE 

ES EL 

ARGUMENTO:

7.4. 

FUNDAMENTO 

ASOCIADO CON 

Control constitucional formal y material

 SALVAMENTO DE VOTO   DE LA MAGISTRADA   MARIA VICTORIA CALLE CORREA

Si bien comparto con la mayoría que el decreto analizado cumplía con todos 

requisitos formales y materiales para declarar su constitucionalidad, creo necesario 

hacer algunas precisiones sobre dos temas: (i) las variaciones mínimas que se 

hicieron en la sentencia sobre la metodología de análisis que debe hacerse a un 

decreto declaratorio de estado de excepción, que aunque no se alejan 

sustancialmente del esquema seguido por la Corte, sí genera confusiones sobre 

cuáles son los distintos requisitos que debe cumplir este tipo de medidas; y (ii) sobre 

el ámbito de aplicación territorial de la emergencia.

En primer lugar, en la sentencia se funde el análisis de la conexidad material con el 

juicio de finalidad, cuando se trata en realidad de dos exámenes distintos. Ninguna de 

las etapas del estudio que realiza la Corte es superflua ni supone una duplicación del 

análisis, cada etapa ha sido desarrollada para asegurar que no se abuse de este 

mecanismo excepcional y al mismo tiempo permitir que cuando sea ineludible acudir 

a esta figura, el Ejecutivo cuente con las herramientas necesarias para afrontar 

adecuadamente la crisis.

Según lo señalado por la Corte Constitucional el juicio de conexidad material,[179] 

estudia si las medidas adoptadas se refieren a la misma materia de las causas que 

justificaron la declaratoria del estado de excepción. Es por lo tanto una constatación 

de identidad entre la materia del decreto declaratorio y las causas que lo justifican
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La Corte Constitucional procede a estudiar el presupuesto objetivo de la declaratoria 

del Estado de Conmoción Interior, advirtiendo que dicho análisis se realiza a partir del 

marco de referencia de la doctrina establecida en su sentencia del 7 de mayo de 

1992, en la cual tuvo oportunidad de profundizar aspectos igualmente relevantes en 

el caso presente, referidos a la relación normalidad - anormalidad en la Constitución 

Política y al margen de apreciación y discrecionalidad en los estados de excepción.                                         

La consolidación de posiciones de fuerza y de poderío económico incompatibles con 

el régimen constitucional, por parte de organizaciones privadas, desde las cuales se 

genera violencia actual o potencial y se intenta controlar o usufructuar el territorio, 

bienes y funciones sociales básicas, unida a la necesidad de suprimir eficazmente los 

factores que contribuyen a su mantenimiento y crecimiento - los cuales impiden el 

goce pleno de los derechos y libertades y se oponen al principio democrático -, no 

pudiendo conjurarse con las atribuciones ordinarias de policía, constituye un caso de 

grave perturbación del orden público que por atentar de manera inminente contra la 

estabilidad institucional, la seguridad del Estado y la convivencia ciudadana, justifica 

la declaratoria del Estado de Conmoción Interior.                                                                                                                                                                                                   

Para la Corte Constitucional las causales de perturbación del orden público no se 

circunscriben a sus meras manifestaciones externas. El Estado de conmoción interior 

coloca temporalmente en manos del Presidente de la República un cúmulo de 

poderes extraordinarios para conjurar eficazmente (CP art. 209) la situación de grave 

perturbación del orden público. La responsabilidad política y jurídica del Presidente 

no se vislumbra ni mide adecuadamente si tan sólo se expresa el aspecto puramente 

facial del estado de cosas que se pretende enfrentar.

El nuevo ordenamiento constitucional exige, de otra parte, que se remuevan los 

factores de violencia crónica y las posiciones privadas de fuerza que, se reitera, 

impiden la vigencia efectiva del Estado, la democracia y el reino de la libertad: en 

suma, la eficacia misma de la Carta y del orden de vida que ella consagra. Frente a 

este ordenamiento no hay una "anormalidad normal", sino un complejo aparato de 

fuerza delincuencial que genera una dinámica antisocial cuya remoción por la vía que 

resulte más apropiada y justa es condición previa para su efectiva e integral vigencia 

y que se erige, por tanto, en suficiente y válida causal para declarar la conmoción 

interior.

El deber de eficacia, que no puede estar ausente en la tarea de restablecer el orden 

público gravemente turbado, es necesario observarlo a fin de que la correcta 

utilización de los poderes extraordinarios derivados de la declaratoria de conmoción 

efectivamente permitan conjurar la situación y no se torne al sistemático uso de este 

expediente extraordinario con lo cual se le sustrae validez y legitimidad.    La 

responsabilidad de conservar y mantener el orden público en todo el territorio 

nacional atribuida al Presidente de la República, no puede circunscribirse a las 

manifestaciones últimas, repentinas y externas del fenómeno de la violencia, ni al 

incremento que en un período dado registre respecto del precedente. La guarda del 

orden público tiene relación directa con el deber mínimo de las autoridades frente a 

las personas consistente en proteger su vida, honra, bienes, creencias, derechos y 

libertades. Este deber mínimo no tolera una actividad de la autoridad que sólo 

reaccione frente a lo que históricamente adquiere una dimensión extraordinaria. Así 

se corre el riesgo de secularizar y legitimar una práxis - no por histórica 

esencialmente patológica - que arrebata a la sociedad, a viejas y nuevas generaciones 

y al individuo, prácticamente todas las posibilidades de un sano desarrollo espiritual y 

material y que, en términos generales, ha reducido la calidad de vida de los 

colombianos a una de las peores y más sufridas de la tierra. 

Las causales de la declaratoria del Estado de Conmoción Interior, si bien aluden a la 

nueva "Edición de la violencia", son consideradas por la Corte de manera integral 

vinculándolas a sus raíces e identificando los factores y actores que la generan. La 

 7.2. PROBLEMA 

JURÍDICO 

CENTRAL 

Que de acuerdo con el artículo 2º de la Constitución, es un fin esencial del estado 

asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un orden justo, así como garantizar la 

efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

Que de acuerdo con lo prescrito por el artículo 189, ordinal 4º, de la Constitución 

Política, corresponde al Presidente de la República conservar en todo el territorio el 

orden público y restablecerlo donde fuere turbado.

 Que de conformidad con el artículo 213 de la Constitución Política corresponde al 

Presidente de la República declarar el estado de conmoción interior cuando exista 

una grave perturbación del orden público que atenten de manera inminente contra la 

estabilidad institucional, la seguridad del Estado o la convicencia ciudadana y que no 

pueda ser conjurada mediante el uso de atribuciones ordinarias de las autoridades de 

policía.                                                                                                                                                                                                 

Que se inicia  el proceso de revisión constitucional al Decreto Legislativo 1793 del 8 

de noviembre de 1992, "Por el cual se declara el Estado de Conmoción Interior"

ANÁLISIS DE JURISPRUDENCIA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL EN MATERIA CONSTITUCIONALIDAD DE 

LA CONTRATACIÓN PÚBLICA

Sentencia  C-031/93

01 DE FEBRERO DE 1993

3. TIPO DE 

DECISIÓN
 Declarar constitucional en su integridad el Decreto Legislativo 1793 del 8 de 

Noviembre de 1992 por el cual se declaró el Estado de Conmoción Interior.
Dr. EDUARDO CIFUENTES MUÑOZ

PRESIDENCIA DE LA REPUBLICA 

6. PARTE 

ACCIONADA

Ministerio de Gobierno, Defensa y Justicia, a la Comisión Andina de Juristas, a

FUNDEPUBLICO, al Instituto de Derechos Humanos "Guillermo Cano" de la ESAP, al 

7.DESCRIPCIÓN FÁCTICA 

7.1 NORMA ACUSADA .                                                                                                                                                                                                                                                                        

Decreto legislativo 1793 del 8 de noviembre de 1992, "Por el cual se declara el Estado de 

Conmoción Interior".
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La Corte Constitucional procede a estudiar el presupuesto objetivo de la declaratoria 

del Estado de Conmoción Interior, advirtiendo que dicho análisis se realiza a partir del 

marco de referencia de la doctrina establecida en su sentencia del 7 de mayo de 

1992, en la cual tuvo oportunidad de profundizar aspectos igualmente relevantes en 

el caso presente, referidos a la relación normalidad - anormalidad en la Constitución 

Política y al margen de apreciación y discrecionalidad en los estados de excepción.                                         

La consolidación de posiciones de fuerza y de poderío económico incompatibles con 

el régimen constitucional, por parte de organizaciones privadas, desde las cuales se 

genera violencia actual o potencial y se intenta controlar o usufructuar el territorio, 

bienes y funciones sociales básicas, unida a la necesidad de suprimir eficazmente los 

factores que contribuyen a su mantenimiento y crecimiento - los cuales impiden el 

goce pleno de los derechos y libertades y se oponen al principio democrático -, no 

pudiendo conjurarse con las atribuciones ordinarias de policía, constituye un caso de 

grave perturbación del orden público que por atentar de manera inminente contra la 

estabilidad institucional, la seguridad del Estado y la convivencia ciudadana, justifica 

la declaratoria del Estado de Conmoción Interior.                                                                                                                                                                                                   

Para la Corte Constitucional las causales de perturbación del orden público no se 

circunscriben a sus meras manifestaciones externas. El Estado de conmoción interior 

coloca temporalmente en manos del Presidente de la República un cúmulo de 

poderes extraordinarios para conjurar eficazmente (CP art. 209) la situación de grave 

perturbación del orden público. La responsabilidad política y jurídica del Presidente 

no se vislumbra ni mide adecuadamente si tan sólo se expresa el aspecto puramente 

facial del estado de cosas que se pretende enfrentar.

El nuevo ordenamiento constitucional exige, de otra parte, que se remuevan los 

factores de violencia crónica y las posiciones privadas de fuerza que, se reitera, 

impiden la vigencia efectiva del Estado, la democracia y el reino de la libertad: en 

suma, la eficacia misma de la Carta y del orden de vida que ella consagra. Frente a 

este ordenamiento no hay una "anormalidad normal", sino un complejo aparato de 

fuerza delincuencial que genera una dinámica antisocial cuya remoción por la vía que 

resulte más apropiada y justa es condición previa para su efectiva e integral vigencia 

y que se erige, por tanto, en suficiente y válida causal para declarar la conmoción 

interior.

El deber de eficacia, que no puede estar ausente en la tarea de restablecer el orden 

público gravemente turbado, es necesario observarlo a fin de que la correcta 

utilización de los poderes extraordinarios derivados de la declaratoria de conmoción 

efectivamente permitan conjurar la situación y no se torne al sistemático uso de este 

expediente extraordinario con lo cual se le sustrae validez y legitimidad.    La 

responsabilidad de conservar y mantener el orden público en todo el territorio 

nacional atribuida al Presidente de la República, no puede circunscribirse a las 

manifestaciones últimas, repentinas y externas del fenómeno de la violencia, ni al 

incremento que en un período dado registre respecto del precedente. La guarda del 

orden público tiene relación directa con el deber mínimo de las autoridades frente a 

las personas consistente en proteger su vida, honra, bienes, creencias, derechos y 

libertades. Este deber mínimo no tolera una actividad de la autoridad que sólo 

reaccione frente a lo que históricamente adquiere una dimensión extraordinaria. Así 

se corre el riesgo de secularizar y legitimar una práxis - no por histórica 

esencialmente patológica - que arrebata a la sociedad, a viejas y nuevas generaciones 

y al individuo, prácticamente todas las posibilidades de un sano desarrollo espiritual y 

material y que, en términos generales, ha reducido la calidad de vida de los 

colombianos a una de las peores y más sufridas de la tierra. 

Las causales de la declaratoria del Estado de Conmoción Interior, si bien aluden a la 

nueva "Edición de la violencia", son consideradas por la Corte de manera integral 

vinculándolas a sus raíces e identificando los factores y actores que la generan. La 
7.4. 

FUNDAMENTO 

ASOCIADO CON 
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 salvamento de  voto del magistrado ALEJANDRO MARTINEZ CABALLERO

1. El Magistrado Alejandro Martínez Caballero aclara el voto en el proceso de la 

referencia, ya que si bien comparte la decisión de fondo de la Sala Plena de la Corte 

Constitucional en el sentido de declarar exequible el Decreto 1793 de 1992, desea 

aclarar la parte motiva de la sentencia.

2. El papel del juez constitucional, en ejercicio del control de constitucionalidad que 

le confiere el artículo 241 de la Carta, es únicamente velar por la guarda y supremacía 

de la Constitución. Se trata pues de un papel estrictamente jurídico. Funciones 

adicionales, por ejemplo de índole político, le están vedadas al juez constitucional. Sin 

embargo, es un hecho que es difícil separar en la práctica lo constitucional de la 

política del Estado.3. Por otra parte, la Carta Política de 1991 ha previsto un control 

político por parte del Congreso de la República sobre el Presidente de la República 

respecto al uso de la facultad para declarar los estados de excepción constitucional. 

Será pues el Congreso el competente para realizar el control político en este caso.                                                                                                                                                                                                                                                         

4. El suscrito, empero, desea realizar algunas reflexiones adicionales al fallo de 

mayoría sobre el derecho a la paz.                                                                                                                                            

5. Para la Constitución,  el derecho a la paz es un principio fundante del Estado que 

está consagrado en el preámbulo y en los artículos 2o. 22, 95.4 y 218.                                                                                                                                                                                                                              

6. Para la Teoría del Estado, la legitimidad del Estado social de derecho radica en su 

capacidad para resolver los problemas y conflictos sociales desde la perspectiva de la 

justicia social y la paz, inspiradas en la dignidad de las personas, es decir, la capacidad 

del Estado para cumplir su fin de ordenación social, de servicio efectivo de la 

sociedad. Por lo tanto, la organización y forma de actuación del Estado debe estar en 

función de la nueva configuración de los principios que la nutren.Y para la filosofía del 

derecho de la segunda postguerra,  el ser humano está revestido de dignidad y de 

racionalidad, lo cual constituye causa y fin del ordemiento jurídico. El hombre es la 

criatura más maravillosa del universo.                                                                                                                                                             

7.Su vida digna  es el objetivo final de toda  la civilización. La humanidad, con 

altibajos, ha avanzado cada vez más hacia  esferas superiores de vida material y 

espiritual. Sin embargo, en esta evolución optimista de la condición humana 

subsisten zonas que, parodiando a los astrónomos, podrían denominarse "hoyos 

negros": la violencia. En efecto, a pesar de toda su inteligencia  y bondad de espíritu, 

el hombre todavía recurre a la violencia como "argumento" frente a los demás.                                                                                                                                                                                                                                               

8  . En este orden de ideas, si bien todas las acciones de violencia deben ser 

rechazadas -principalmente la guerra desatada por la guerrilla y el narcotráfico, las 

cuales justamente provocaron la declaratoria de conmoción interior que ahora nos 

ocupa-, es también lo cierto que todas las acciones de paz deben ser apoyadas. La 

violencia, viniere de donde viniere, debe ser rechazada.

9. Tal constatación debe ser advertida por todos pero muy principalmente por el 

Presidente de la República, quien simboliza la unidad nacional, de conformidad con el 

artículo 188 de la Constitución, la cual es una consecuencia de la convivencia pacífica.

Siendo pues la paz el principal anhelo de los colombianos, todos los caminos que 

conduzcan a ella deben ser explorados. La paz no tiene, no puede tener límites.

10. Es por lo anterior que el suscrito no comparte la renuncia al diálogo como 

mecanismo alternativo de superación de la crisis que provocó la declaratoria de la 

conmoción interior que nos ocupa.                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                                       

SALVAMENTO DE VOTO MAGISTRADO     CIRO ANGARITA BARON                                                                                                                                                                                                                                                                                                                

En síntesis, desde el punto de vista jurídico la relación entre normas y hechos 
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Sobre esta cuestión ya se había manifestado la Corte, al señalar que, con los ingresos 

provenientes de las regalías que no sean destinados directamente a las entidades 

territoriales, la Carta “ordenó la constitución de un Fondo Nacional de Regalías, como 

mecanismo de planeación en la asignación de los recursos provenientes de las 

mismas”[14]. Según la Corte, el Fondo Nacional de Regalías y las autoridades 

nacionales creadas para administrarlo, cumplen funciones redistributivas y de 

planeación, propias del nivel central de gobierno-

La razón por la cual la Carta ordena la creación del Fondo Nacional de Regalías guarda 

estrecha relación con la propiedad estatal de los recursos naturales no renovables 

(C.P. art. 332), así como con la destinación que deben tener las rentas provenientes 

de las regalías y compensaciones que no se distribuyen directamente entre las 

entidades territoriales (C.P. art. 361). Analiza la Corte, pues ello equivaldría a vulnerar 

el reparto de competencias que la propia Carta ha diseñado entre los distintos 

órganos del Estado y los diversos niveles de gobierno. En efecto, como pasa a 

explicarse, el legislador no está facultado para adscribir a entidades administrativas 

locales o seccionales de creación legal, las funciones que la Constitución le ha 

encomendado directamente. Adicionalmente, tampoco puede delegar en 

autoridades administrativas de los municipios, distritos o departamentos, funciones 

constitucionales propias de entidades administrativas del orden nacional. En efecto,  

el reparto de competencias diseñado directamente por la Constitución , sólo puede 

sufrir variaciones si la propia Constitución establece tal permisión de manera expresa. 

De otra manera, tendría que aceptarse que las decisiones constitucionales son 

susceptibles de reforma a través de una ley ordinaria y, con ello, se acabaría de plano 

con una de las características básicas de este modelo constitucional: la separación 

entre el derecho constitucional y el derecho legislado. Resta a la Corte definir si es 

exequible la parte demandada del artículo 29 de la Ley 141 de 1994, en la segunda 

interpretación antes planteada, es decir, bajo el entendido de que se trata de la 

creación de dos fondos en los que, simplemente, se depositan los recursos a 

redistribuir, sin que tengan ninguna capacidad dispositiva.

Segunda posibilidad hermenéutica: estudio de constitucionalidad de la ley que crea 

un fondo departamental al que se debe remitir, en calidad de depósito, un porcentaje 

de las regalías destinadas a los municipios de su jurisdicción, pero que carece 

absolutamente de cualquier tipo de competencia dispositiva.

 Se pregunta la Corte si vulnera la Constitución la norma que establece la creación de 

un fondo departamental que sirve, exclusivamente, como depositario transitorio de 

los recursos provenientes de las regalías, que han sido asignadas por las autoridades 

centrales a los municipios del respectivo departamento.Según el artículo 361 de la 

Constitución, con los ingresos provenientes de las regalías que no sean asignados 

directamente a los departamentos y municipios productores o portuarios, se creará 

un Fondo Nacional de Regalías cuyos recursos se destinarán, para ciertas y precisas 

finalidades, a las entidades territoriales, en los términos que señale la ley. Esta 

disposición constitucional establece claramente que los recursos provenientes de las 

regalías que no tengan destinación constitucional directa deben permanecer en el 

Fondo Nacional de Regalías mientras las autoridades nacionales respectivas definen 

los derechos de participación de las entidades territoriales beneficiadas. En suma, 

una de las funciones constitucionales del Fondo Nacional de Regalías es la de servir 

de depositario de los recursos de que trata el artículo 361 de la Carta.

Adicionalmente, si el fondo departamental se crea simplemente en calidad de 

depositario, se estaría actuando en contra de los principios de eficacia, economía y 

celeridad que, según el artículo 209 de la Constitución Política, deben orientar la 

función administrativa. En efecto, el citado fondo, en la práctica, no tendría utilidad 

distinta de la de posponer la entrega efectiva de los recursos provenientes de las 

regalías a las entidades territoriales beneficiadas.
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El Congreso de la República expidió la Ley 141 de 1994, "Por la cual se crean el Fondo 

Nacional de Regalías, la Comisión Nacional de Regalías, se regula el derecho del 

Estado a percibir regalías por la explotación de recursos naturales no renovables, se 

establecen las reglas para su liquidación y distribución y se dictan otras 

disposiciones", la cual fue publicada en el Diario Oficial N° 41.414 de junio 30 de 

1994.

El ciudadano Luis Enrique Olivera Petro demandó, de manera parcial, el artículo 29 de 

la Ley 141 de 1994, por considerarlo violatorio de los artículos  1°, 287, 294, 360 y 

362 de la Constitución Política.

Mediante auto fechado el 11 de febrero de 1999, el magistrado sustanciador solicitó 

ANÁLISIS DE JURISPRUDENCIA DE LA CORTE CONSTITUCIONAL EN MATERIA CONSTITUCIONALIDAD DE 

LA CONTRATACIÓN PÚBLICA

Sentencia C-580-99

11 DE AGOSTO DE 1999

3. TIPO DE 

DECISIÓN
Declarar INEXEQUIBLES las expresiones irá en calidad de depósito a un 

fondo especial en el departamento de Sucre, irá en calidad de depósito a un 

fondo especial en el Departamento de Córdoba   y dentro de los diez (10) 

días siguientes a su recibo del parágrafo 1º del artículo 29 de la Ley 141 de 
Dr. EDUARDO CIFUENTES MUÑOZ

 Luis Enrique Olivera Petro 

6. PARTE 

ACCIONADA

 Fondo Nacional de Regalías, la Comisión Nacional de Regalías

7.DESCRIPCIÓN FÁCTICA 

7.1 NORMA ACUSADA .                                                                                                                                                                                                                                                                        

 EL artículo 29 (parcial) de la Ley 141 de 1994, "Por la cual se crean el Fondo Nacional de 

Regalías, la Comisión Nacional de Regalías, se regula el derecho del Estado a percibir regalías 

por la explotación de recursos naturales no renovables, se establecen las reglas para su 
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7.3. 

ARGUMENTOS 

DE LA CORTE

Sobre esta cuestión ya se había manifestado la Corte, al señalar que, con los ingresos 

provenientes de las regalías que no sean destinados directamente a las entidades 

territoriales, la Carta “ordenó la constitución de un Fondo Nacional de Regalías, como 

mecanismo de planeación en la asignación de los recursos provenientes de las 

mismas”[14]. Según la Corte, el Fondo Nacional de Regalías y las autoridades 

nacionales creadas para administrarlo, cumplen funciones redistributivas y de 

planeación, propias del nivel central de gobierno-

La razón por la cual la Carta ordena la creación del Fondo Nacional de Regalías guarda 

estrecha relación con la propiedad estatal de los recursos naturales no renovables 

(C.P. art. 332), así como con la destinación que deben tener las rentas provenientes 

de las regalías y compensaciones que no se distribuyen directamente entre las 

entidades territoriales (C.P. art. 361). Analiza la Corte, pues ello equivaldría a vulnerar 

el reparto de competencias que la propia Carta ha diseñado entre los distintos 

órganos del Estado y los diversos niveles de gobierno. En efecto, como pasa a 

explicarse, el legislador no está facultado para adscribir a entidades administrativas 

locales o seccionales de creación legal, las funciones que la Constitución le ha 

encomendado directamente. Adicionalmente, tampoco puede delegar en 

autoridades administrativas de los municipios, distritos o departamentos, funciones 

constitucionales propias de entidades administrativas del orden nacional. En efecto,  

el reparto de competencias diseñado directamente por la Constitución , sólo puede 

sufrir variaciones si la propia Constitución establece tal permisión de manera expresa. 

De otra manera, tendría que aceptarse que las decisiones constitucionales son 

susceptibles de reforma a través de una ley ordinaria y, con ello, se acabaría de plano 

con una de las características básicas de este modelo constitucional: la separación 

entre el derecho constitucional y el derecho legislado. Resta a la Corte definir si es 

exequible la parte demandada del artículo 29 de la Ley 141 de 1994, en la segunda 

interpretación antes planteada, es decir, bajo el entendido de que se trata de la 

creación de dos fondos en los que, simplemente, se depositan los recursos a 

redistribuir, sin que tengan ninguna capacidad dispositiva.

Segunda posibilidad hermenéutica: estudio de constitucionalidad de la ley que crea 

un fondo departamental al que se debe remitir, en calidad de depósito, un porcentaje 

de las regalías destinadas a los municipios de su jurisdicción, pero que carece 

absolutamente de cualquier tipo de competencia dispositiva.

 Se pregunta la Corte si vulnera la Constitución la norma que establece la creación de 

un fondo departamental que sirve, exclusivamente, como depositario transitorio de 

los recursos provenientes de las regalías, que han sido asignadas por las autoridades 

centrales a los municipios del respectivo departamento.Según el artículo 361 de la 

Constitución, con los ingresos provenientes de las regalías que no sean asignados 

directamente a los departamentos y municipios productores o portuarios, se creará 

un Fondo Nacional de Regalías cuyos recursos se destinarán, para ciertas y precisas 

finalidades, a las entidades territoriales, en los términos que señale la ley. Esta 

disposición constitucional establece claramente que los recursos provenientes de las 

regalías que no tengan destinación constitucional directa deben permanecer en el 

Fondo Nacional de Regalías mientras las autoridades nacionales respectivas definen 

los derechos de participación de las entidades territoriales beneficiadas. En suma, 

una de las funciones constitucionales del Fondo Nacional de Regalías es la de servir 

de depositario de los recursos de que trata el artículo 361 de la Carta.

Adicionalmente, si el fondo departamental se crea simplemente en calidad de 

depositario, se estaría actuando en contra de los principios de eficacia, economía y 

celeridad que, según el artículo 209 de la Constitución Política, deben orientar la 

función administrativa. En efecto, el citado fondo, en la práctica, no tendría utilidad 

distinta de la de posponer la entrega efectiva de los recursos provenientes de las 

regalías a las entidades territoriales beneficiadas.
7.4. 

FUNDAMENTO 
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